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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico a 31 de agosto de 2016. 

Comparecen ante este Tribunal de Apelaciones, Enrique Lobeto 

Suárez y Carmen D. Sanfeliz Virella (en adelante señor Lobeto, señora 

Sanfeliz o parte recurrente), por derecho propio y, mediante un escrito en 

el cual solicitan que evaluemos una determinación emitida el 27 de mayo 

de 2016 y notificada el 1 de junio siguiente, por el Departamento de 

Asuntos del Consumidor (DACO). A través de tal dictamen, el DACO 

desestimó la querella presentada por los recurrentes en contra de 

Euroclass Motors, Corp. y Volkswagen of America, Inc. (Euroclass y 

Volkswagen). 

Por los fundamentos que a continuación expresamos, 

desestimamos el recurso de epígrafe.   

I. 
 
 Según se desprende del expediente ante nos, el 11 de agosto de 

2007, los señores Suárez y Sanfeliz acudieron a Euroclass Motors donde 

compraron un automóvil Volkswagen, modelo Rabbit del año 2007.  



 
 
 
KLRA201600760                               
    

 

2 

 A través de los años y por motivo de varios desperfectos 

mecánicos, los recurrentes han acudido a las facilidades de servicio de 

Euroclass en distintas ocasiones. No contestes con el servicio provisto por 

tal compañía, los recurrentes presentaron una querella en contra de 

Euroclass Motors, Corp. y Volkswagen of América, Inc.  

 Luego de celebrada una audiencia administrativa, el 27 de mayo de 

2016, el DACO emitió una resolución mediante la que dispuso en lo 

pertinente: 

Según la prueba que obra en el expediente administrativo, a 
través de toda la vida del vehículo objeto de esta querella, 
los querellantes recibieron servicios de reparación conforme 
a la garantía otorgada, libre de costo, durante el término 
correspondiente de la misma.  
 
[…] 
 
Es decir, todas las veces en que los querellantes solicitaron 
servicio en garantía debido a alguna situación mecánica del 
vehículo, el mismo fue revisado y trabajado.1  
 

 De igual modo, el DACO manifestó que los recurrentes debieron 

acudir ante sí en un momento más “temprano en la vida útil del 

automóvil” pues este ha corrido sobre cien mil (100,000.00) millas. Ello 

así, el ente administrativo concluyó que la prueba desfilada no logró 

demostrar que existiera una reclamación de vicios ocultos o redhibitorios.  

 Inconforme aun, el 26 de julio de 2016, los señores Lobeto y 

Sanfeliz acuden ante nos en recurso de revisión judicial. En esencia, los 

recurrentes alegan que Euroclass omitió información pertinente por lo cual 

entiende que el expediente del caso administrativo no estuvo completo.  

II. 

-A- 
 

La jurisdicción es el poder o autoridad que tiene un tribunal para 

considerar y decidir casos o controversias. Shell v. Srio. Hacienda, 187 

D.P.R. 109, 122 (2012). Es norma reiterada que los tribunales debemos 

ser celosos guardianes de nuestra jurisdicción, por lo que tenemos el 

                                                 
1
 Resolución del DACO de 27 de mayo de 2016, a las págs. 6 y 8.  
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deber ineludible de auscultar dicho asunto con preferencia a cualesquiera 

otros. Véase, Id., págs. 122-123; Carattini v. Collazo Syst. Análisis, Inc., 

158 D.P.R. 345, 355 (2003); Ponce Fed. Bank v. Chubb Life Ins. Co., 155 

D.P.R. 309, 332 (2001). La falta de jurisdicción es una defensa que no se 

renuncia y se puede levantar en cualquier etapa de los procedimientos. 

Shell v. Srio. Hacienda, supra.    

La jurisdicción no se presume. Tampoco es susceptible de ser 

subsanada por ningún tribunal, ni pueden las partes conferírsela cuando 

no la tienen. Dávila Pollock et als. v. R.F. Mortgage, 182 D.P.R. 86 (2011); 

Ponce Fed. Bank v. Chubb LIfe Ins. Co., supra, pág. 332. Los tribunales 

no tienen discreción para asumir jurisdicción donde no la hay, por lo que 

“cuando un tribunal dicta una sentencia sin tener jurisdicción sobre las 

partes o la materia, su decreto es uno jurídicamente inexistente o ultra 

vires”. Maldonado v. Junta, 171 D.P.R.  46, 55 (2007); Empress Hotel, 

Inc. v. Acosta, 150 D.P.R. 208, 212 (2000).     

-B- 
 

La Regla 83 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones dispone lo 

siguiente:  

… 
 

(B) Una parte podrá solicitar en cualquier momento la 
desestimación de un recurso por los motivos siguientes: 

 
(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de 

jurisdicción; 
(2) que el recurso fue presentado fuera del 
término de cumplimiento estricto dispuesto por 
ley sin que exista justa causa para ello. 
(3) que no se ha presentado o proseguido con 
diligencia o de buena fe; 
(4) que el recurso es frívolo y surge claramente que 
no se ha presentado una controversia sustancial o 
que ha sido interpuesto para demorar los 
procedimientos; 
(5) que el recurso se ha convertido en académico. 
 
(C) El Tribunal de Apelaciones, a iniciativa propia, 

podrá desestimar un recurso de apelación o denegar un auto 
discrecional por cualesquiera de los motivos consignados en 
el inciso (B) precedente. 
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… 
 

4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 83 
 

III. 

De lo antes expuesto vemos que Lobeto y Sanfeliz no recurrieron 

ante nos dentro del término jurisdiccional para ello, lo que nos priva de 

jurisdicción para atender este recurso.  

Como es sabido, la Sec. 4.2 de la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme, Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, según 

enmendada, 3 L.P.R.A. sec. 2172, establece un término jurisdiccional de 

treinta días para solicitar la revisión judicial de una decisión de una 

agencia. Ese plazo comienza a transcurrir a partir de la fecha del archivo 

en autos de la notificación de la decisión administrativa o a partir de la 

fecha aplicable cuando el término es interrumpido mediante la oportuna 

presentación de una moción de reconsideración. Pérez v. VPH Motor 

Corp., 152 D.P.R. 475, 483 (2000); Flores Concepción v. Taíno Motors, 

168 D.P.R. 504, 513 (2006).   

Según pudimos notar, el dictamen recurrido fue emitido el 27 de 

mayo de 2016 y archivado en autos copia del documento el 1 de junio 

siguiente. Por consiguiente, los recurrentes tenían treinta (30) días 

jurisdiccionales para presentar un recurso de revisión judicial ante este 

Tribunal de Apelaciones. Ese término venció el viernes, 1 de julio de 

20162. Sin embargo, presentaron su escrito el 26 de julio de 2016, esto es 

fuera del término reglamentario establecido.  

Al ser ello así, este recurso no cumple los criterios mínimos 

indispensables para activar nuestra función revisora,  por lo cual procede 

su desestimación sin trámites adicionales. 

IV. 

En consecuencia, se desestima el recurso por falta de jurisdicción.  

                                                 
2
 No se desprende del recurso ante nos que las partes hayan presentado una solicitud 

de reconsideración ante la agencia administrativa de manera tal que se interrumpiera el 
aludido término de treinta días.   
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Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

 

 

Dimarie Alicea Lozada 
    Secretaria del Tribunal de Apelaciones  


